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Capítulo decimosegundo

LOS PUEBLOS INDÍGENAS  
EN BAJA CALIFORNIA: EL DERECHO  

A TENER DERECHOS, EL GRAN DESAFÍO

Saúl Ramírez Sánchez*
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California. III. El derecho a tener derechos político-electorales. 

IV. Consideraciones finales. V. Bibliografía.

I. Introducción 

En el marco de la celebración de los diez años de la reforma al ar-
tículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (CPEUM), publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 
de junio de 2011, nuestro país trascendió a un Estado más garantis-
ta, pues reconoció el goce de los derechos humanos y se establecie-
ron sus garantías. 

Este nuevo paradigma jurídico provocó cambios en la cultura 
jurídica en general y, particularmente, en las personas, comunidades 
y pueblos indígenas, ya que esta reforma implicó cambios sustanti-
vos en el entendimiento y la interpretación de los derechos humanos. 

*  Candidato a doctor en derecho en el Instituto de Investigaciones Jurídicas de 
la UNAM, Estación Noroeste de Investigación y Docencia; es miembro fundador 
de la organización Agenda Ciudadana por el Desarrollo y la Corresponsabilidad 
Social A. C.; saulrasa13@gmail.com.
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Esta cultura jurídica para los pueblos indígenas significó 
una nueva modalidad de hacer exigibles sus derechos humanos, 
tanto individuales como colectivos. El artículo 1o. de la Constitu-
ción federal ha fortalecido de manera especial la igualdad sustan-
tiva y material de los pueblos indígenas, como fundamento de los 
derechos de igualdad y no discriminación; estos derechos deben 
ser considerados como un derecho transversal que debe ser vincula-
do con los derechos político-electorales de este grupo social. 

Esto es, la salvaguarda de la participación y representación po-
lítica de los pueblos indígenas contribuirá a que este grupo social 
se introduzca en la arena política donde se toman las decisiones, 
sobre todo para que se inserten y formen parte de la esfera política, 
ocupando espacios para que tengan la oportunidad de discutir sobre 
su devenir, así como para buscar abatir los grandes retos y desafíos 
de sus derechos humanos. Esto es, se requiere garantizarlos, prote-
gerlos y hacerlos exigibles. 

En este marco se reflexionará sobre los derechos de los pueblos 
indígenas en Baja California a la luz del decenio de la reforma al ar-
tículo 1o. de nuestra CPEUM y la exigibilidad de los derechos indí-
genas con base en la judicialización de los asuntos.

II. Los pueblos indígenas en Baja California

En el estado de Baja California existe una gran diversidad de co-
munidades y pueblos indígenas. De hecho, las instituciones públicas 
y los mismos pueblos indígenas en la entidad se han caracterizado 
por definirse como grupos sociales nativos y migrantes. 

El artículo 7o. de la Constitución Política del Estado Libre y So-
berano de Baja California reconoce a los indígenas como autóc-
tonos y como los pertenecientes a cualquier otro pueblo indígena 
procedentes de otro estado de la República y que residan temporal 
o permanentemente dentro del territorio de la entidad. 

Esto es, la Constitución local reconoce claramente a los Ki-
liwas, Kumiai, Pai pai, Cucapá y Cochimí como pueblos indígenas 
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autóctonos, mientras que a los mixtecos, zapotecos, purépechas, oto-
mís, tzeltales, tzotziles, mixes, entre muchos otros, los reconoce como 
pueblos indígenas procedentes del interior del país. Se sabe que exis-
ten generaciones de indígenas que ya nacieron en la entidad y que 
mantienen su sentido de pertenencia con la comunidad de origen 
más que al lugar de nacimiento. 

Para las instituciones, tanto de la administración pública estatal 
como federal, y los órganos autónomos, las estadísticas son un indi-
cador esencial para diseñar, ejecutar o implementar cualquier tipo 
de acción, estrategia o política pública. Sin embargo, en el ámbito 
político electoral se observa que no necesariamente puede seguir 
este criterio, sobre todo cuando se trata de garantizar los derechos 
políticos de los pueblos indígenas. 

Estos derechos políticos de las comunidades y pueblos indígenas 
son uno de los principales y grandes retos que se tienen que reco-
nocer en el universo y catálogo de los derechos humanos colectivos 
que están pendientes de proteger y salvaguardar en Baja California. 

Los datos estadísticos1 de la Encuesta Intercensal del INEGI 
2015 menciona que en Baja California existe una población total 
de 3.3 millones de personas, de las cuales se identifican como indí-
genas a más de 283 mil personas en la entidad federativa. Esto re-
presenta alrededor del 8.5% de la población total bajacaliforniana, 
de los cuales el 49.2% son mujeres indígenas.2 Asimismo, es impor-

1  En el mundo, de acuerdo con el Banco Mundial, hay alrededor de 370 millo-
nes de indígenas en más de 90 países, mientras que en América Latina, conformada 
por 17 países, la población que se autoidentifica como indígena, según los últimos 
censos y estimaciones a 2018, asciende a 58.2 millones de personas, esto significa alre-
dedor del 10% del total poblacional. Véase en Banco Mundial (https://www.worldbank.
org/), y la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) / Fondo 
para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe (FILAC), 
“Los pueblos indígenas de América Latina - Abya Yala y la Agenda 2030 para el 
Desarrollo Sostenible: tensiones y desafíos desde una perspectiva territorial”, Docu-
mentos de Proyectos (LC/TS.2020/47), Santiago, 2020, p. 154.

2  A nivel nacional existe una población indígena de más de 12 millones de 
personas que viven en hogares indígenas, lo que representan el 10.6% de la po-
blación total del país. Este dato estadístico identifica la población indígena a través 
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tante señalar que la población indígena en la entidad se concentra, 
principalmente, en los ayuntamientos de Tijuana y Ensenada.3

Este dato estadístico, construido por el INEGI y la Comisión 
Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (ahora Institu-
to Nacional de los Pueblos Indígenas [INPI] en 2015, es resultado 
del cumplimiento de lo establecido en el artículo 2o. de la CPEUM 

del hogar indígena, definiéndolo como aquel donde el jefe o la jefa del hogar, 
su cónyuge o alguno de sus ascendientes, declararon hablar alguna lengua indí-
gena, independientemente de si todos los miembros del hogar hablan la lengua 
indígena, es decir, es un dato que está construido a partir de la familia nuclear y 
extensa, pues se considera a todos los miembros del hogar como población indí-
gena, aun cuando hayan manifestado no hablar la lengua indígena. El otro dato 
estadístico que proporciona la Encuesta Intercensal establece más de 25 millones 
de personas que se autoadscriben como indígenas. Esto representa el 21.5% de 
la población total del país.

3  En el municipio de Tijuana se concentra la mayoría de las y los indígenas 
que viven en el estado, ya que tiene una población total de más de 1.6 millones 
de personas, de los cuales más de 37 mil ciudadanos viven en hogares indígenas, 
representando el 2.3% del total de la población de la demarcación. En tanto que 
la población que se autoidentifica como indígena representa más de 123 mil perso-
nas, es decir, alrededor del 8% del total de la población tijuanense. El municipio de 
Ensenada cuenta con una población total de 483 mil personas, de las cuales 48 mil 
viven en hogares indígenas, representando el 10% del total de los ensenadenses, en 
tanto que las personas que se autoadscriben como indígenas asciende a más de 87 
mil, lo que representó el 18% respecto al total de la población ensenadense. Como 
se muestra en los datos absolutos, la población indígena es mayor en el municipio 
de Tijuana que en el ayuntamiento de Ensenada. El municipio de Tecate tiene 
una población total que asciende a más de 102 mil personas, de las cuales 2,611 
ciudadanos conforman la población que vive en hogares indígenas, que represen-
tan el 2.6% de la población total del municipio. En tanto que las personas que se 
autoidentificaron como indígenas fueron alrededor de 12 mil personas, lo que sig-
nifica el 12.5% del total de la población del ayuntamiento. El municipio de Playas 
de Rosarito cuenta con una población total de 96 mil ciudadanos, de los cuales se 
contabilizan 3,859 personas como población que vive en hogares indígenas, que re-
presentan alrededor del 4% del total de los rosarisences. La población que se autoi-
dentifica como indígena ascendió́ a 8,866 personas, lo que representa el 10.2% del 
total de población del municipio. Por último, el municipio de Mexicali cuenta con 
una población total de 988 mil ciudadanos y se calculó que 11 mil personas viven 
en hogares indígenas, representando el 1.2% del total de la población. En tanto que 
las personas que se autoadscribieron como indígenas ascendió́ a 45 mil indígenas, 
lo que representa el 4.6% de la población total. 
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sobre el derecho de las personas a autoidentificarse y pertenecer 
a un pueblo indígena. Este derecho es un criterio fundamental para 
que las mujeres y hombres determinen conscientemente su identi-
dad indígena. 

Es importante señalar que los registros de la Encuesta Intercensal 
del INEGI de 2015 muestran la especificidad y las particularidades 
estadísticas de los pueblos indígenas, en comparación con los datos 
del Censo de Población y Vivienda 2020 del INEGI, que no reflejan 
una desagregación como los datos de la intercensal. Por ejemplo, 
el censo de 2020 reconoce una población de más de 3.7 millones 
de personas en Baja California; sin embargo, no registró el núme-
ro de personas que se autoidentifican como indígenas y tampoco 
señaló el número de personas que viven en hogares indígenas, como 
sí lo hizo la intercensal. 

Así es que el Censo 2020 sólo registró a las personas de tres 
años y más en el país que hablan lengua indígena, lo que representa 
una población de más de 7.3 millones de personas. Por lo que este 
dato es un registró que no evidencia la diversidad ni el total de la 
población indígena, lo que demostró que el Censo 2020 incumplió 
con lo mandatado en el artículo 2o. de la CPEUM, relativo a que 
“la conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio funda-
mental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre 
pueblos indígenas”.

Ahora, el peligro latente que se corre es que sólo se tomen como 
datos únicos de población indígena los referidos a los registros de ha-
blantes de lenguas indígenas, lo que significaría un gran retroceso, 
ya que sólo serían personas indígenas aquellas que hablen una len-
gua indígena, un esencialismo que ya había sido superado, debido 
a que el criterio etnolingüístico es una característica de las personas 
indígenas, pues es el sentido de pertenencia y de comunalidad lo que 
da vida y sentido a este grupo social.4

4  Ramírez Sánchez, Saúl, 2006, “Los cargos comunitarios y la transpertenen-
cia de los migrantes mixes de Oaxaca en Estados Unidos”, Migraciones Internacionales, 
vol. 3, núm. 3, pp. 31-53.
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Más aún, con estas cifras estadísticas (cuadro 1) las políticas pú-
blicas para la atención de personas, comunidades y pueblos indíge-
nas son las que están en peligro, pues se reducirían, como ha venido 
sucediendo con la aprobación, en la Cámara de Diputados, del Pre-
supuesto de Egresos de la Federación en los últimos años.5

Lo señalado es una tendencia que buscará la desaparición de las 
políticas y las instituciones indigenistas como un proceso de absor-
ción y asimilación ya vivido en los años cincuenta. Se prevé una es-
calada de iniciativas de ley que buscarán desaparecer dependencias 
públicas o fusiones institucionales que perjudicarán los avances rea-
lizados en las últimas décadas en materia de salvaguarda de dere-
chos de las comunidades y pueblos indígenas, como la propuesta 
de ensamblar el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI) 
con el INPI. Esta situación de registros puede fustigar a un etnoci-
dio estadístico.

En el caso de la Constitución de Baja California, en el artícu-
lo 7o., también reconoce el criterio de conciencia que las perso-
nas tienen de autoadscribirse a una identidad indígena como parte 
de una comunidad o pueblo indígena. Este artículo garantiza la li-
bre determinación y autonomía de los pueblos indígenas y promue-
ve la igualdad de oportunidades para eliminar cualquier práctica 
discriminatoria. Asimismo, en este artículo se establece el manda-
to de creación de instituciones y políticas públicas en la entidad, 
las cuales tendrán que ser diseñadas y operadas en coordinación 
con las comunidades y pueblos indígena, mandato que aún está le-
jos de cumplirse. 

Asimismo, queremos resaltar la última reforma que se hizo 
a este artículo, en la cual se reconoció el derecho de las mujeres y los 
hombres indígenas residentes en el estado a participar en la elec-
ción de diputaciones y munícipes para integrar los ayuntamientos 

5  Ramírez Sánchez, Saúl y Victoria Saavedra, José Enrique, “Fuera máscaras. 
El neoindigenismo de la 4T en tiempos de pandemia”, en González Martín, Nuria 
(ed.), COVID-19 y su circunstancia. Una visión jurídica plural de la pandemia, vol. IV: Políti-
ca, derecho y economía, Instituto de Estudios Constitucionales del Estado de Querétaro-
UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, 2021.
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SAÚL RAMÍREZ SÁNCHEZ 194

del estado. Este reconocimiento fue publicado en el Periódico Oficial 
el 2 de septiembre de 2020, pero es un derecho muy ambiguo, toda 
vez que este derecho lo tenemos todas las personas mexicanas, inde-
pendientemente de su pertenencia étnica. 

Una vez más, las y los legisladores de la XXIII Legislatura 
del Congreso de Baja California se equivocaron, pues lo que exigen 
las comunidades y pueblos indígenas es una participación política 
plena y efectiva que garantice la representación política real en los 
espacios públicos de la entidad, como sucedió con las acciones afir-
mativas indígenas implementadas por el instituto local electoral en el 
proceso electoral 2020-2021.6

A pesar de ello, la norma más importante para este grupo so-
cial, el artículo 7o., sigue sin garantizar en su totalidad los derechos 
políticos de las comunidades y pueblos indígenas en Baja California, 
por lo que en el siguiente apartado se abordará esta temática. 

III. El derecho a tener  
derechos político-electorales

El derecho a tener derechos político-electorales para los pueblos 
y comunidades indígenas de Baja California significa pertenecer a la 
comunidad, es decir, sentirse incluidos y formar parte de la comu-
nidad bajacaliforniana, tener voz en la toma de decisiones; en este 
caso, representar a los pueblos indígenas en el Congreso del Estado 
y en los ayuntamientos de la entidad.

Para ello, es necesario recuperar la resolución del Incidente 
de Inejecución de Sentencia del Recurso de Inconformidad RI-
30/2018 INC del Tribunal de Justicia Electoral de Baja California 

6  Burgueño Duarte, Luz Berthila y Ramírez Sánchez, Saúl, Diagnóstico so-
bre erradicación de la violencia política y la discriminación hacia las mujeres indígenas y pue-
blos indígenas en Baja California, a la luz de las acciones afirmativas implementadas en el 
IEEBC y las iniciativas de derechos indígenas ingresadas en el Congreso de BC, como parte del 
cumplimiento de las Sentencias, Figshare Book, 2021, DOI: https://doi.org/10.6084/
m9.figshare.15049107.v1.
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(TJEBC), promulgada el 29 de septiembre de 2020 y que a la letra 
establece los siguiente: 

Primero. Se declara el cumplimiento defectuoso de la sentencia 
del RI-30/2018 dictada por este Tribunal, en los términos de la 
presente resolución. 

Segundo. Se impone al Congreso del Estado de Baja Califor-
nia, la medida de apremio consistente en apercibimiento. 

Tercero. Se vincula al Congreso del Estado de Baja Califor-
nia, a la debida observancia de la sentencia de veintiuno de diciem-
bre de dos mil dieciocho, dictada en el expediente RI-30/2018, 
en términos de la presente resolución. 

Cuarto. Se vincula al Consejo General Electoral del Instituto 
Estatal Electoral de Baja California, en términos de la presente 
sentencia. 

El Tribunal Electoral local estableció, más allá del apercibi-
miento, el mandato para que la XXIII Legislatura del Congreso 
del Estado de Baja California realizara las adecuaciones legislativas 
en materia de reconocimiento de derechos políticos de las personas, 
comunidades y pueblos indígenas, la cual debió celebrarse a más 
tardar a la conclusión del proceso electoral 2020-2021. Estas ade-
cuaciones, hasta el momento, no se han realizado.

Además, se instruyó al Poder Legislativo a implementar 
la consulta indígena bajo los principios del consentimiento libre, 
previo e informado, la cual debe tomar en “cuenta las indicacio-
nes y recomendaciones de la Organización Mundial de la Salud 
y la autoridad sanitaria federal, emitidas con motivo de la emer-
gencia sanitaria para evitar la propagación del virus COVID-19” 
(RI-30/2018 INC).

El derecho internacional es muy claro sobre el procedimien-
to y el derecho a la consulta indígena, como bien se estipula en el 
artículo 6o. del Convenio 169 de la Organización Internacional 
del Trabajo, que señala que los Estados deben consultar a los pue-
blos indígenas cuando se prevean medidas legislativas o administra-
tivas que afecten sus derechos, y cuya finalidad sea el consentimiento 
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o el acuerdo entre los pueblos indígenas y los gobiernos. Tal como 
se determina a continuación:

Artículo 6
1. Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los gobier-

nos deberán:
a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimien-

tos apropiados y en particular a través de sus instituciones repre-
sentativas, cada vez que se prevean medidas legislativas o admi-
nistrativas susceptibles de afectarles directamente;

b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos inte-
resados puedan participar libremente, por lo menos en la misma 
medida que otros sectores de la población, y a todos los niveles 
en la adopción de decisiones en instituciones electivas y organis-
mos administrativos y de otra índole responsables de políticas 
y programas que les conciernan;

c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las institucio-
nes e iniciativas de esos pueblos, y en los casos apropiados propor-
cionar los recursos necesarios para este fin.

2. Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio 
deberán efectuarse de buena fe y de una manera apropiada a las 
circunstancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consentimiento acerca de las medidas propuestas.

Este precepto circunscribe los principios del consentimiento li-
bre, previo, informado, de buena fe y de medios idóneos para lograr 
la consulta indígena. Sin embargo, estos mandatos resueltos por el 
Tribunal Electoral local no han sido concretados por el Congreso lo-
cal. Así es que se esperaría que la consulta indígena que llegue a rea-
lizar el Poder Legislativo cumpla con los estándares internacionales 
y la vinculatoriedad jurídica pertinente.

Asimismo, el Tribunal electoral local vinculó al Instituto Elec-
toral local para que emitiera acciones afirmativas a favor de las 
comunidades indígenas, como ya lo había establecido la Sala Supe-
rior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en la 
Sentencia SUP-REC-28/2019, correspondiente al 20 de febrero 
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de 2019, la cual ha sido considerada como la sentencia más im-
portante para la entidad de Baja California, y quizá lo sea, puesto 
que se tuvo que llegar a la Sala Superior del TEPJF para que or-
denara a la autoridad local de Baja California que implementara 
diversos estudios para establecer las acciones afirmativas indígenas, 
con el argumento principal de que el principio de proporcionalidad 
no condiciona los derechos humanos. Esta sentencia emitió tres re-
solutivos que a la letra dicen:

Primero. Se revoca la sentencia controvertida emitida por la Sala 
Regional Guadalajara, así como, en vía de consecuencia, la dicta-
da por el Tribunal de Justicia Electoral del Estado de Baja Califor-
nia en el recurso de inconformidad RI-40/2018. 

Segundo. Se revoca el punto resolutivo segundo y las con-
sideraciones que lo sustentan, contenidos en el Dictamen núme-
ro uno, de la Comisión Especial de Igualdad de Género y No 
Discriminación, aprobado por el Consejo General del Instituto 
Estatal Electoral de Baja California, el veinte de diciembre de dos 
mil dieciocho. 

Tercero. Se vincula al mencionado Instituto local para que, 
con la debida oportunidad, realice los estudios concernientes 
e implemente acciones afirmativas en materia indígena, que sean 
aplicables en el siguiente proceso electoral local ordinario, en ma-
teria de registro y postulación de candidaturas al Congreso local, 
así como a los Ayuntamientos en que ello sea viable.

El razonamiento del Tribunal federal es sumamente relevan-
te debido a que pondera el principio de igualdad y no discrimina-
ción con la urgente necesidad de garantizar los derechos políticos 
de los pueblos y comunidades indígenas. A propósito de la conme-
moración de los diez años de la reforma constitucional del artículo 
1o., nuestro país vive una etapa garantista de los derechos humanos, 
por lo que los impartidores de la justicia electoral están obligados 
a proteger los derechos a la participación y representación política 
de las y los indígenas.
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Bajo estas circunstancias, la autoridad electoral local tuvo 
que acatar estas resoluciones, realizando la consulta indígena y la 
emisión de las reglas del juego para ejecutar las acciones afirmativas 
indígenas. Esta consulta no cumplió con lo establecido en el artícu-
lo 6o. del Convenio 169 debido a que no fue vinculatoria. A pesar 
de esto, el Consejo General del Instituto Electoral local dio una gran 
sorpresa, en sentido positivo, pues aprobó los Lineamientos para Ga-
rantizar el Cumplimiento de los Principios Constitucionales de Pa-
ridad de Género, Igualdad Sustantiva y No Discriminación en la 
Postulación de Candidaturas y en la Etapa de Resultados del Proce-
so Electoral Local Ordinario 2020-2021 en Baja California. 

Se trató de unos lineamientos progresistas, pues se propusieron 
acciones afirmativas a favor de las personas, comunidades y pueblos 
indígenas: dos postulaciones en las diputaciones para el Congreso 
del Estado por el principio de mayoría, y al menos una candida-
tura para regidurías por el principio de mayoría en los municipios 
de Mexicali, Playas de Rosarito, Tecate y Tijuana, así como dos fór-
mulas para el municipio de Ensenada.7

Para garantizar la postulación de las y los candidatos a las dipu-
taciones y regidurías, la autoridad electoral local estableció el requi-
sito de la autoadscripción indígena calificada. Esto significó que no 
basta con que la persona sea indígena, sino que la persona debe 
acreditar los vínculos y las relaciones de pertenencia a la comunidad 
indígena, misma que debe ser comprobada por el trabajo realizado 
en la comunidad. Para ello, los lineamientos establecieron algunas 
alternativas de documentales que podían ofrecer los partidos políti-
cos o las coaliciones para demostrar el sentido de pertenencia de las 
y los candidatos a la comunidad indígena.8

7  Instituto Estatal Electoral de Baja California (IEEBC), “Lineamientos para 
garantizar el cumplimiento de los principios constitucionales de paridad de género, 
igualdad sustantiva y no discriminación en la postulación de candidaturas y en la 
etapa de resultados del proceso electoral local ordinario 2020-2021 en Baja Cali-
fornia”, Comisión de Igualdad Sustantiva y No Discriminación, Dictamen núm. 
7, 2020.

8  Idem.
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En estos Lineamientos se estableció el principio de ajuste para 
que estas acciones afirmativas a favor de los pueblos indígenas tu-
vieran éxito y se asegurara la representación indígena en los cargos 
de elección popular. Este principio de ajuste se estableció debido 
a que el principio de representación proporcional para las diputa-
ciones no es el mismo que conocemos a nivel federal, pues la pe-
culiaridad de esta representación proporcional en Baja California 
se cimienta en los mejores candidatos y candidatas que perdieron 
la elección, es decir, las y los candidatos que no ganaron, pero tuvie-
ron las más altas votaciones, son incluidos en las fórmulas de la lista 
de representación proporcional. 

En este sentido, el principio de ajuste consideraba que en el su-
puesto de que no ganaran las fórmulas indígenas, el instituto local 
electoral con base en este principio podría ajustar la lista e incorpo-
rar hasta dos cuotas indígenas. 

Finalmente, el derecho a tener derechos, una frase de Hannah 
Arendt,9 autora del libro Los orígenes del totalitarismo, toma relevan-
cia para esta reflexión, pues pareciera que las personas de origen 
indígena no fueran mexicanas, ya que  se necesitan medidas espe-
ciales para garantizar y salvaguardar sus derechos políticos, los cua-
les no están estipulados en el ordenamiento más importante para 
los ciudadanos mexicanos, la carta magna, ni en la Constitución 
local. 

Por ello, se deben retomar estos Lineamientos, perfeccionar-
los y presentar la iniciativa correspondiente ante el Congreso lo-
cal, a fin de reformar el marco jurídico de Baja California. Así, 
la XXIV Legislatura del Congreso de Baja California, con una de-
manda histórica de los pueblos y comunidades indígenas, así como 
las y los diputados, cumplirían con el mandato de la Sentencia 
RI-30/2018 INC, armonizando y legislando en favor de los pue-
blos indígenas en la entidad. Esto es, el derecho a tener derechos 
político-electorales. 

9  Arendt, Hannah, Los orígenes del totalitarismo, Barcelona, Planeta-Agostini, 
1994.
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IV. Consideraciones finales

Uno de los principales razonamientos para la implementación de las 
acciones afirmativas indígenas fue el derecho a la igualdad y no dis-
criminación, el cual fue considerado como un derecho transversal 
vinculado con los derechos político-electorales de las personas, co-
munidades y pueblos indígenas. Estos razonamientos fueron produ-
cidos gracias a la reforma del artículo 1o. constitucional de 2011. 
Así que si no hubiéramos pasado a un Estado más garantista, posi-
blemente estas medidas especiales llamadas “acciones afirmativas” 
no hubieran sido posible ejecutarlas y, mucho menos, las personas 
indígenas hubieran alcanzado las dos diputaciones en la XXIV Le-
gislatura del Congreso de Baja California.

En segundo lugar, se observó que el principio de proporcionali-
dad de la población indígena no debe ser un condicionamiento para 
la implementación de las acciones afirmativas indígenas. Así pues, 
por primera vez en la historia de Baja California hay dos diputadas 
indígenas que pertenecen, una al pueblo mixteco de Oaxaca y otra 
al pueblo Cochimí. Además, los ayuntamientos de la entidad cuen-
tan con siete regidores de origen indígena en los diversos municipios 
de Baja California, incluyendo dos consejeros fundacionales en el 
nuevo municipio de San Quintín. 

Si bien es cierto que transformar las instituciones y la cultu-
ra jurídica son procesos lentos, también lo es que tocando puertas 
y buscando aliados se pueden ir dando pequeños pasos. Como bien 
dice el profesor Friedman, los cambios sociales producen cambios 
jurídicos, lo que se refleja en el cambio de la cultura jurídica de las 
y los indígenas, cambios que han permitido la exigibilidad de sus 
derechos a través de golpes de sentencias, cuyo resultado jurídico 
son las resoluciones a favor de la implementación de acciones afir-
mativas para salvaguardar sus derechos; en este caso, los derechos 
político-electorales.10

10  Friedman, Lawrence M., Legal System, The: A Social Science Perspective, Russell 
Sage Foundation, 1975.
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La implementación de las acciones afirmativas fue resultado 
del esfuerzo de muchas y muchos ciudadanos y organizaciones 
que buscan una democracia que respete la diversidad y el dere-
cho de todas y todos a estar en espacios de toma de decisiones. 
Sin embargo, así como se reconoce el avance que representan 
las acciones afirmativas, también preocupa que fue relativamen-
te sencillo usurpar las fórmulas indígenas en el proceso electoral, 
sin que hayan existido consecuencias legales en una buena parte 
de los casos. 

Ahora, el gran reto y desafío de los pueblos indígenas es que 
las acciones afirmativas se conviertan en el derecho a tener derechos 
político-electorales en el marco jurídico de la entidad. Un tema legis-
lativo que deberá ser retomado por la agenda legislativa de las dipu-
tadas indígenas de la XXIV Legislatura. Además, existen más temas 
en el tintero que deben ser abordados y legislados, como el recono-
cimiento de los pueblos indígenas como sujetos de derecho público; 
el derecho a la consulta con el consentimiento libre, previo e infor-
mado; la protección de la biodiversidad y el medio ambiente en las 
comunidades indígenas bajo su propia visión, así como el recono-
cimiento de los territorios indígenas y la salvaguarda de los lugares 
sagrados y ancestrales, entre muchos otros.

Esta agenda legislativa debería ser retomada por las legisladoras 
indígenas, ya que son las voces de las comunidades y pueblos indí-
genas; al menos, ese tendría que ser el espíritu de la representación 
política, salvo que las diputadas indígenas sólo respondan a la racio-
nalidad partidaria, lo cual sería algo lógico, pues al final de cuentas 
fueron los institutos políticos quienes las postularon. 

Así es que la adyacente reforma político-electoral en la entidad 
tendrá que reconocer y brindar el derecho de postulación a las comu-
nidades y pueblos indígenas, a fin de garantizar la calidad de las y los 
futuros legisladores indígenas, así como evitar la postulación de falsas 
fórmulas indígenas y buscar la tipificación de la usurpación indígena 
como delito electoral.
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